INICIATIVA QUE REFORMA LA LEY PARA LA TRANSPARENCIA Y ORDENAMIENTO DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS
El 15 de abril del 2008, el diputado Obdulio Ávila Mayo del PAN presentó una iniciativa de ley que pretende adicionar un capítulo IV a la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros denominado “De las Prácticas de Cobranza de las Entidades Financieras y Comerciales”, a fin de establecer los procedimientos de cobro de tarjetas de crédito por parte de las instituciones de crédito para que se lleven a cabo de manera razonable, profesional y ética.  

Lo anterior, como respuesta a la creciente molestia de los usuarios de los servicios financieros respecto de las prácticas de cobranza de las instituciones de crédito, empresas comerciales y despachos contratados para tal fin, que deben enfrentarse al acoso, amenazas y prácticas de hostigamiento.
Por otra parte, también resulta muy común que los bancos no cumplan con la obligación de comunicar por escrito al deudor, la cesión o descuento de su cartera a personas distintas a BANXICO, instituciones de crédito o fideicomisos constituidos por el gobierno federal, así como con la obligación de verificar que tales cesiones o descuentos se celebren con personas que utilicen prácticas de cobranza razonables y apegadas a derecho, de manera confidencial.

Los principales puntos que trata la iniciativa son:

· El reconocimiento del cobro de saldos a favor de las instituciones financieras y comerciales y el respeto a la integridad y dignidad de los deudores de servicios financieros como derechos legítimos y convergentes. 
· La supervisión y vigilancia por parte de la CONDUSEF para que las prácticas de cobranza se realicen en forma razonable y con estricto apego a la normatividad.

· El establecimiento de la comunicación telefónica como medio para negociar las deudas.  El horario de las llamadas deberá ser de las 9:00 hasta las 21:00 horas (hora local del domicilio del deudor) de lunes a viernes, salvo que el deudor autorice por escrito recibir llamadas en horarios distintos.

· La identificación plena de la persona que corrobora y obtiene la información sobre la localización del deudor.

· El proporcionar al deudor, en caso de que así lo solicite, la información disponible sobre la integración de su saldo. 

· La abstensión de las instituciones financieras y comerciales en el proceso de requerimiento del pago de:

· Tratar con menores de edad, adultos mayores o personas con discapacidad.

· Realizar el requerimiento en horarios y días inhábiles, así como en lugares inadecuados para el cobro. 

· Emplear un lenguaje obsceno o palabras altisonantes.
· Molestar o amenazar a los deudores o personas que atiendan las llamadas.

· Ostentarse como representantes de cualquier órgano jurisdiccional o autoridad federal, estatal o municipal con la finalidad de reprimir o inferir amenazas.

· Engañar al deudor con el argumento de privación de la libertad en caso de no pago.

· Ofrecer beneficios al deudor como quitas, descuentos, cancelación de intereses o comisiones, que no estén previamente autorizados por la institución financiera.

· Hacerse pasar por representantes legales o utilizar nombres falsos.

· Las prohibiciones de:
· Engañar a los deudores con falsos escritos de demanda o notificaciones judiciales, de los que se infiera que se ha iniciado un juicio en su contra o que procederá el embargo de sus bienes.

· Incrementar las deudas con cargos no autorizados por la legislación vigente o por el contrato celebrado con el deudor. 

· Presentar documentos apócrifos que simulen instrumentos jurídicos de órganos jurisdiccionales o de autoridades federales, estatales o municipales. 
· Enviar documentación que contenga en su exterior leyendas de cobranza o enviar cualquier documento o escrito cuyo contenido constituya excesos que no se apeguen a la ley, a las buenas costumbres y a la ética profesional.
· Utilizar cartelones, anuncios o cualquier medio impreso en lugares públicos o en el exterior de los domicilios de los deudores en los que se haga referencia al adeudo.
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